
Fallo

1) El artículo 1, apartado 8, de la Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, sobre 
coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministro y de servicios, debe interpretarse 
en el sentido de que el concepto de «operador económico» utilizado en el párrafo segundo de ese apartado incluye a las 
administraciones públicas, que pueden por tanto participar en licitaciones públicas en la medida en que estén habilitadas para ofrecer 
servicios en el mercado a título oneroso.

2) El artículo 52 de la Directiva 2004/18 debe interpretarse en el sentido de que, aunque establece ciertos requisitos en lo referente a la 
determinación de las condiciones de inscripción de los operadores económicos en las listas oficiales nacionales y en cuanto a la 
certificación, no determina exhaustivamente las condiciones de inscripción de esos operadores económicos en las listas oficiales 
nacionales ni las condiciones en que pueden solicitar la certificación, ni tampoco los derechos y obligaciones de las entidades públicas 
a este respecto. En cualquier caso, la Directiva 2004/18 debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional 
con arreglo a la cual, por una parte, las administraciones públicas nacionales autorizadas a ofrecer las obras, los productos o los 
servicios mencionados en el anuncio de licitación del contrato público de que se trate no pueden inscribirse en esas listas o recibir esa 
certificación, mientras que, por otra parte, el derecho de participar en la referida licitación queda reservado únicamente a los 
operadores económicos inscritos en esas listas o que dispongan de esa certificación.

(1) DO C 235, de 21.7.2014.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Segunda) de 6 de octubre de 2015 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Conseil d’État — Bélgica) — Alain Laurent Brouillard/Jury du concours de 

recrutement de référendaires près la Cour de cassation, État belge
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[Procedimiento prejudicial — Libre circulación de personas — Artículos 45 TFUE y 49 TFUE — 
Trabajadores — Empleos en la Administración Pública — Directiva 2005/36/CE — Reconocimiento de 
cualificaciones profesionales — Concepto de «profesión regulada» — Inscripción en una oposición para la 

selección de letrados de la Cour de cassation (Bélgica)]
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Conseil d’État
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Demandadas: Jury du concours de recrutement de référendaires près la Cour de cassation, État belge

Fallo

1) El artículo 45 TFUE debe interpretarse, por una parte, en el sentido de que se aplica a una situación, como la examinada en el litigio 
principal, en la que un nacional de un Estado miembro, que reside y trabaja en ese Estado, posee un título obtenido en otro Estado 
miembro y lo hace valer para solicitar su inscripción en una oposición para la selección de letrados de la Cour de cassation del primer 
Estado miembro y, por otra parte, en el sentido de que el artículo 45 TFUE, apartado 4, no es aplicable a esa situación.
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2) La Directiva 2005/36/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, relativa al reconocimiento de 
cualificaciones profesionales, debe interpretarse en el sentido de que la función de letrado de la Cour de cassation no es una «profesión 
regulada», en el sentido de esta Directiva.

3) El artículo 45 TFUE debe interpretarse en el sentido de que impide que, en circunstancias tales como las del litigio principal, al 
examinar la solicitud de inscripción en una oposición para la selección de letrados de un órgano jurisdiccional de un Estado miembro 
presentada por un nacional de ese Estado, el tribunal calificador de la oposición supedite la inscripción a la posesión de los títulos 
exigidos por la legislación de dicho Estado miembro o al reconocimiento de la equivalencia académica de un título de máster expedido 
por una universidad de otro Estado miembro, sin tomar en consideración todos los diplomas, certificados y otros títulos del interesado, 
así como su experiencia profesional pertinente, efectuando una comparación entre las cualificaciones profesionales que esos títulos y 
esa experiencia acreditan y las exigidas por dicha legislación.

(1) DO C 303, de 8.9.2014.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Séptima) de 6 de octubre de 2015 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Tribunalul Cluj — Rumanía) — SC Capoda Import-Export SRL/Registrul 

Auto Român Benone-Nicolae Bejan

(Asunto C-354/14) (1)

(Procedimiento prejudicial — Libre circulación de mercancías — Medidas de efecto equivalente — 
Productos en libre circulación en Alemania — Productos sujetos a controles de homologación en 

Rumanía — Certificado de conformidad proporcionado por un distribuidor de otro Estado miembro — 
Certificado considerado insuficiente para permitir la libre comercialización de esos productos — Principio 

de reconocimiento mutuo — Inadmisibilidad parcial)

(2015/C 389/10)
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Órgano jurisdiccional remitente
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Fallo

1) Los artículos 34 TFUE y 31, apartados 1 y 12, de la Directiva 2007/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
5 de septiembre de 2007, por la que se crea un marco para la homologación de los vehículos de motor y de los remolques, sistemas, 
componentes y unidades técnicas independientes destinados a dichos vehículos (Directiva marco), deben interpretarse en el sentido de 
que no se oponen a una normativa nacional como la controvertida en el litigio principal, que supedita la comercialización en un 
Estado miembro de piezas de recambio nuevas para vehículos de motor —en este caso, bombas de agua y filtros de combustible— a 
la aplicación de un procedimiento de certificación u homologación en dicho Estado miembro, siempre que esa normativa establezca 
también excepciones para garantizar que las piezas legalmente fabricadas y comercializadas en los otros Estados miembros estén 
exentas de dicho procedimiento o, en su defecto, que las piezas de que se trate puedan suponer un riesgo importante para el 
funcionamiento correcto de sistemas esenciales para la seguridad del vehículo o su eficacia medioambiental y que ese procedimiento de 
homologación o de certificación sea estrictamente necesario y proporcionado para el respeto de los objetivos de protección de la 
seguridad vial o de protección del medio ambiente.
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